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Prólogo


 En el año 2019 se cumplieron 130 años de la publicación en la Gaceta de Madrid del Real Decreto de 24 de julio de 1889 por el que se aprobó el Código Civil y su entrada en vigor.

El Ministerio de Justicia ha querido conmemorar este aniversario concediéndole la importancia que merece. Primero, con una exposición conmemorativa, «130 años por la convivencia civil y del Código Civil», en el Palacio Parcent del 28 de junio al 31 de julio de 2019 de la que el Ministerio ha editado una publicación junto con el Colegio de Registradores y el Consejo General del Notariado. Segundo, con el libro que el lector tiene en sus manos, que recopila una serie de artículos de juristas de primera magnitud, tanto académicos como prácticos, y que ofrece un balance de estos 130 años de vigencia, con la mirada puesta en los retos de futuro que tan imprescindible pieza jurídica afronta en una realidad tan diferente a la de finales del siglo XIX.

La importancia que tuvo para la historia jurídica de nuestro país la publicación del Código Civil, está fuera de toda duda. De la misma manera que Carbonnier aludió al código Civil napoleónico de 1804 como «la constitución civil de los franceses», podrían utilizarse los mismos términos para referirnos al texto refrendado por José Canalejas y Méndez, entonces Ministro de Gracia y Justicia. El Título preliminar bien podría considerarse de valor constitucional por dos razones principales. En primer lugar, el Código Civil contribuyó a que el ordenamiento jurídico español fuera un conjunto normativo coherente y pleno, a través de la cristalización de elementos normativos de primer orden, como fue la enumeración de las fuentes del Derecho, la eliminación de las lagunas normativas, el deber inexcusable de los jueces de resolver en todo caso los asuntos de que conozcan, y la previsión de normas que resolvieran la coexistencia de los ordenamientos especiales junto al Derecho común. En segundo lugar, en el Código Civil se consagraron un elenco de libertades civiles, como la libertad de contraer matrimonio, la libertad de testar, la libertad de contratación y un largo etcétera. De estos contenidos se dan muy buena cuenta en la primera parte del libro, «130 años de historia».

Tras más de un siglo de vigencia, el Código Civil ha sufrido un gran número de reformas para adaptar su contenido a la realidad del momento, así como un sinfín de interpretaciones jurisprudenciales que han permitido extraer de preceptos normativos, a veces desactualizados, unas normas adaptadas a «la realidad social del tiempo en que han de ser aplicadas», como reza el esencial artículo 3.

Por esta razón, desde el Ministerio de Justicia se consideró interesante reunir en esta obra una selección de artículos que ilustraran al lector sobre el contenido, 130 años después, de instituciones esenciales reguladas en el Código Civil, como el sistema de fuentes, la familia y discapacidad, los derechos reales, la responsabilidad civil, la responsabilidad patrimonial, obligaciones y contratos, arrendamientos, y normas procesales. Tan interesante cometido se lleva a cabo prestando especial atención a la nueva realidad en la que el Código Civil despliega hoy sus efectos y que tan gigantescos retos ontológicos y deontológicos plantea, como la globalización, en todas sus dimensiones, sin renunciar a dar cuenta de las propuestas existentes para un nuevo Código Civil en el ya más que avanzado siglo XXI.

La codificación de finales del siglo XVIII y principios del siglo XIX, tuvo un impulso revolucionario inspirado e identificado claramente con un cambio de paradigma histórico y filosófico. En nuestro país, a pesar de que culminara con unas décadas de retaso respecto de Francia, supuso un síntoma de modernidad que, en palabras de Bartolomé Clavero, implicó «la negación del orden vigente y el establecimiento de unos fundamentos del orden jurídico radicalmente diversos de los que sustentaban la sociedad de la época.»

Quizá estos postulados vuelvan a estar presentes en las reflexiones sobre el presente y futuro del Código Civil. Sea como fuere, cualquier estudio e iniciativa debe hacerse desde el conocimiento, el estudio y el rigor. A este propósito ha querido contribuir el Ministerio de Justicia con la edición de esta obra, pues como ya escribiera Cicerón (Sobre los deberes, I.XLIV): «Y los estudiosos, que han entregado su vida entera y sus inclinaciones a la búsqueda del conocimiento, no han dejado de contribuir, después de todo, al provecho común y a aumentar los privilegios del hombre, pues han hecho de muchos mejores ciudadanos y que fueran más útiles en los asuntos públicos.»

Juan Carlos Campo

Ministro de Justicia





 El Ministerio de Justicia, a través de la Orden de 28 de enero de 2019, creó la «Comisión de Trabajo para la Conmemoración del 130º Aniversario del Código Civil», que tenía por finalidad «programar, impulsar y coordinar las acciones y actividades que se prevean para la conmemoración de dicho evento, dentro del Ministerio de Justicia, así como de colaborar con otras instituciones públicas y privadas, y con los particulares que participen en dicha celebración».

Desde un primer momento, Wolters Kluwer quiso estar al lado de la conmemoración del 130 aniversario de una de las normas de mayor trascendencia jurídica y cultural del ordenamiento, y así, en conjunción con la Comisión del Ministerio de Justicia, creó en el Diario LA LEY la sección «130 AÑOS DE CÓDIGO CIVIL», que se abrió el día 13 de mayo de 2019.

Esta nueva sección tuvo como objetivo recoger semanalmente reflexiones y análisis que, desde diferentes ámbitos y puntos de vista, ayudasen a pensar el Código Civil de una manera diferente, analizando su pasado, su presente y, sobre todo, su futuro.

Así, durante veinticinco semanas, publicamos en esta sección los comentarios de los más prestigiosos civilistas de nuestro país, catedráticos, abogados, registradores, notarios, magistrados y fiscales, combinando reflexiones llenas de perspectiva histórica con las propuestas de futuro necesarias para que nuestro Código Civil ofrezca el marco jurídico que necesita la sociedad del siglo XXI.

Todos los ámbitos de las relaciones de Derecho privado contemplados en el Código Civil han sido analizados en esta colección de artículos, a la luz de los cambios que exigen para adaptarse a los retos que plantean la globalización de las relaciones jurídicas, la superación de los marcos normativos nacionales o la tecnología.

En esta monografía hemos recopilado todas estas extraordinarias y necesarias reflexiones publicadas a lo largo de 2019, con el deseo de que contribuyan al debate y la reflexión y que permitan vislumbrar el futuro que espera a nuestro Código Civil.

Cristina Retana Gil

Directora de Contenidos e Innovación de Wolters Kluwer España & Portugal






130 años de historia




El Código del Emperador y el Código de la Regente



	Comentarios

	
	Resumen

	Antonio Pau, escritor y jurista, prolífico en tantas cosas, también en arte, utiliza la alegoría del cuadro de Jean-Baptiste Mauzaisse, para valorar el Código Civil como tarea de estadistas; el francés, promulgado por Napoleón en 1804 y el español, por la Reina María Cristina en 1889, aniversario 130º que ahora se conmemora. No es una ley más, es una síntesis, del derecho histórico y del derecho moderno, transformadora del clima social y que da lugar al derecho nuevo. Antonio Pau analiza el Código como “Constitución civil”, y se introduce, en el caso español, en la llaga de los sentimientos territoriales, dando una lúcida regla de fondo sobre la utilidad de la unidad y la diversidad en las creaciones jurídicas. Seguimos conmemorando 130 años CC.
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Antonio Pau

Presidente de la Sección Primera de Derecho civil, de la Comisión General de Codificación



«Mi verdadera gloria no está en haber ganado cuarenta batallas —escribió Napoleón cuando evocaba su vida desde su último destierro en la isla de Santa Elena—. Lo que vivirá eternamente es mi Código Civil».

Cuando Jean-Baptiste Mauzaisse pintó, unos años más tarde, el gran lienzo Napoleón, coronado por el Tiempo, escribe el Código civil, quería expresar lo mismo: que el Código es una obra definitiva, contra la que nada podrá el paso de los siglos. Desde lo alto del lienzo, un anciano que tiene una guadaña a sus pies —el Tiempo— coloca una corona de laurel sobre la cabeza del emperador. Éste, sentado sobre una nube, y no se sabe bien si representado como un héroe victorioso o un personaje sagrado, mira con fiereza al espectador. Con la pluma en la mano, está escribiendo el Código —lo que no es del todo falso, porque asistió a muchas sesiones de la comisión redactora—. Todos los demás símbolos que aparecen en el cuadro —el bicornio y el manto, el cetro, la bandera, el águila dorada de su estandarte— están en un plano inferior al Código, que lo preside todo. Más de un autor ha escrito que la escena de Napoleón con el Código se inspira en la iconografía de Moisés con las Tablas de la Ley.

Esta de Mauzaisse no es la única imagen de Napoleón con el Código. En el lienzo de Épinal, Napoleón está dictando el texto y Portalis va tomando notas sumisamente. En el de François-Anne David., Napoleón parece enseñarle a la emperatriz Josefina los artículos del Código que acaba de redactar.

El valor del Code Napoléon —como aparece llamado en el lienzo de Mauzaisse, y como se le llamará en adelante— lo ha señalado en nuestro tiempo el gran jurista Carbonnier: «El Código es la constitución civil de los franceses».

El Código francés es obra de un doble impulso: el impulso revolucionario —El Código debía reflejar los nuevos principios de la Revolución: igualdad de los ciudadanos ante la ley, instauración del matrimonio civil y del divorcio, limitación de la propiedad, subordinación de la costumbre a la ley, libertad de contratación…— y el impulso imperial —el poder del Estado debía reflejarse en la unificación del Derecho—.

Cuando Napoléon vaya invadiendo Europa, la aplicación del Código francés se irá extendiendo sobre los territorios sometidos: los Países Bajos, el Gran Ducado de Luxemburgo, el Piamonte, el Reino de Nápoles, el Gran Ducado de Toscana, el Ducado de Módena, el Reino de Westfalia, el Ducado de Baden, el Gran Ducado de Varsovia… Como escribió con entusiasmo Bigot de Préamaneu, el Código civil francés estaba logrando convertirse en «el Derecho común de Europa».


El Código de Napoleón no llegó a regir en España



El Código de Napoleón no llegó a regir en España. Donde más próximo estuvo a entrar en vigor el Código fue en Cataluña. Se tradujo al catalán en 1812; se trata de una traducción oficial, o al menos revisada oficialmente por una comisión nombrada por barón Joseph-Marie de Gérando, Intendente de los departamentos del Ter y del Segre, con vistas a la aplicación del Código en Cataluña. El Principado había sido anexionado al Imperio —a través del Decreto de anexión de 26 de enero de 1812—, y se había organizado administrativamente al modo francés en cuatro departamentos —Ter, Segre, Montserrat y Boques d’Ebre—. Pero la vigencia del Código de Napoleón en Cataluña no llegó a tener lugar, lo que no quiere decir que el Código no tuviera aceptación entre los juristas; en una carta dirigida al ministro de Justicia francés, el barón de Gérando le dice: «El Código de Napoleón ha empezado a circular en Cataluña. Los juristas lo han acogido sin recelo. Los habitantes han encontrado en él una ventaja inmensa: es la popularidad de una legislación clara y completa». Los jueces empezaron a utilizar el Code para dictar sus sentencias, amparándose en las coincidencias de ese texto con el Derecho romano, sistema supletorio del catalán. Y se planteó incluso desde el poder la creación de una cátedra de Código de Napoleón en la Universidad de Barcelona.

Unos años antes, 1809 Vicente González Arnao había terminado la traducción del Code y la publicó. Era la primera traducción íntegra que se había hecho al español. Unos años antes, entre 1803 y 1806, la revista mensual Mercurio de España —la segunda publicación oficial junto a la Gaceta de Madrid en los años de entresiglos— había ido dando noticia de la publicación del Código de Napoleón; algunos de sus títulos los traducía, y otros sólo los extractaba o comentaba. El interés que suscitó la traducción del Code hecha por González Arnao queda de manifiesto en que tres años después —en 1812— se reeditó en Valencia, sede temporal del gobierno josefino.

González Arnao, como los demás juristas afrancesados, fue partidario de la vigencia en España del Código de Napoleón. Frente a la Novísima Recopilación, que acaba de promulgarse (1805), el Código francés significaba la modernidad. Como ha escrito Bartolomé Clavero, la idea que se tenía de la codificación en los años finales del siglo XVIII y principios del XIX no era la de una empresa de ordenación más o menos sistemática del Derecho, sino que suponía «la negación del orden vigente y el establecimiento de unos fundamentos del orden jurídico radicalmente diversos de los que sustentaban la sociedad de la época». No se han escrito frases más apasionadas sobre la codificación que las que salieron de la pluma de aquellos juristas de entresiglos, que tanta ilusión tenían en la renovación del Derecho. Martínez Marina escribió en su Juicio crítico de la Novísima Recopilación (1820): «Formar un Código completo de legislación, acomodado al carácter y genio nacional, capaz de proveer a todas las necesidades del Estado y del pueblo, análogo a los progresos de la civilización, a las ideas, opiniones y circunstancias políticas y morales producidas por las revoluciones pasadas; conciliando la brevedad con la integridad del cuerpo del Derecho: distribuir las materias generales y particulares, los géneros, las especies y aun los individuos bajo el orden y método que conviene; tirar una justa línea de demarcación entre las diferentes clases de leyes, de las cuales muchas se allegan y tocan en una infinidad de puntos, para que no se confundan, antes conserven el puesto y sitio que naturalmente les corresponde; extenderlas con pureza, esto es, sin mezcla de materias extrañas, en un estilo y lenguaje propio de la ley, claro, breve, conciso, y con toda la gravedad, nobleza, fuerza y armonía de que son susceptibles, es obra que exige una feliz reunión de los más exquisitos conocimientos, tanto en la jurisprudencia y ciencia de los Derechos como en la filosofía, lógica, gramática y letras humanas».

La traducción del Code Napoléon hecha por González Arnao marcó el rumbo de la codificación española a lo largo del siglo XIX: desde su publicación en 1809, los numerosos autores de los proyectos fracasados tuvieron como modelo ese Código. Es verdad que a lo largo del siglo XIX se hicieron otras tres traducciones más —las de Pío Laborda y Galindo en 1850, la de Alberto Aguilera en 1875 y la de García Moreno y Romero Girón en 1888—, pero no mejoraron la traducción de quien era, a la vez, traductor profesional y gran jurista, como lo fue González Arnao, por más que se enriquecieran esas traducciones posteriores con notas y concordancias.

Pero la influencia del Código civil francés en nuestra codificación terminó en el Proyecto de 1851. Como recuerda Federico de Castro, no hay comentario de García Goyena que no acabe con el cotejo del precepto proyectado con el correspondiente precepto del Código francés; «cada artículo está justificado con una especie de plebiscito legislativo, en el que decide el voto del Código francés». El Código civil de 1889 ya es otra cosa: su afrancesamiento es más formal que de fondo. De no haber sido así, se habría incumplido la limitación que imponía la Base 1ª: cualquier precedente de «legislaciones extrañas» tenía que haber «obtenido ya común asentimiento entre nuestros jurisconsultos». Los codificadores no tenían autoridad por sí mismos para inspirarse en un Código extranjero.

Las dos premisas del Código francés, antes señaladas —los nuevos principios de la Revolución y la fuerza del poder imperial—, faltaban en España en 1889: aquí no había habido revolución, y la Reina Regente María Cristina de Habsburgo era todo lo contrario de una emperatriz: era una mujer prudente, sostenida por el difícil equilibrio del turnismo político que habían pactado Cánovas y Sagasta. Eso explica que el Código civil español tenga la ordenación sistemática del Código francés —la división en títulos, la numeración continua del articulado—, pero comparta con él pocas características de fondo. En realidad, el Código es una segunda Novísima Recopilación, con algunos retoques cosméticos. De lo que se trataba es, otra vez, de reunir el Derecho antiguo. La base 1ª de la Ley de Bases no podía ser más explícita: «El Código tomará por base el proyecto de 1851 en cuanto se halla contenido en éste el sentido y capital pensamiento de las instituciones civiles del derecho histórico patrio, debiendo formularse por tanto este primer cuerpo legal de nuestra codificación civil sin otro alcance y propósito que el de regularizar, aclarar y armonizar los preceptos de nuestras leyes…». De eso se trataba, únicamente: de sistematizar «el Derecho histórico patrio». Sánchez Román lo expresa de manera lapidaria: «Todo se reduce a procurar la reproducción del Derecho anterior, expresado en forma más moderna».

Las novedades del Código civil son, en general, de detalle: proscribe la ignorancia y la retroactividad de las leyes; reconoce únicamente la vigencia de la costumbre del lugar; introduce la idea de los principios generales del Derecho; impide la alegación del desuso o la práctica en contrario de las leyes; reconoce un retracto a favor del Estado cuando se trata de bienes descubiertos que fueren interesantes para las ciencias o las artes; en la donación, que es considerada un modo de adquirir, se suprime la insinuación judicial, que era necesaria cuando su alcance superaba los 500 maravedís de oro; introduce el modelo de conducta que es el buen padre de familia; prescinde de la rescisión por lesión, con mínimas excepciones; suprime el retracto gentilicio e introduce el de colindantes; establece el régimen de separación como régimen legal de segundo grado; suprime los testamentos mancomunados, las memorias testamentarias y los codicilos; reconoce el derecho a testar de los pródigos, los sordomudos, los religiosos profesos y los locos en intervalo lúcido; introduce el testamento ológrafo; reduce tanto la legítima como la mejora e introduce como heredero forzoso y como heredero intestado al cónyuge viudo. Se podrían añadir bastantes novedades más, pero son de mayor detalle.

Curiosamente, la frase de Carbonnier «el Código es la constitución civil de los franceses», vale también para el nuestro. En el Código civil español están consagradas las libertades civiles —la libertad de contraer matrimonio, la libertad de testar, la libertad de contratación…— y, además, el título preliminar del Código tiene, como han puesto de relieve diversos autores, valor constitucional. Que nuestro Ordenamiento sea un conjunto coherente y pleno se debe al título preliminar: en él se contiene la enumeración de las fuentes (art. 1), la eliminación de las lagunas (art. 4), el deber «inexcusable» de los jueces «de resolver en todo caso los asuntos de que conozcan» (artículo 1, ap. 7) sin que, como decía con elegancia la versión originaria de 1889, puedan pretextar «silencio, oscuridad o insuficiencia de las leyes» (art. 6). La coexistencia de los ordenamientos especiales junto al Derecho común se resuelve a través de todo un sistema de normas conflictuales (arts. 13 y sigs.) y la concurrencia entre diversas etapas del Derecho se aborda en el artículo 2. En el carácter soberano de España se basa la reserva a la ley española de «la calificación para determinar la norma de conflicto aplicable». Si en virtud de una calificación los Tribunales españoles aplican la ley extranjera, ello no supone mengua de la soberanía española, puesto que ella misma ha atribuido la competencia a la ley extranjera.


A diferencia del francés, el Código español no logró la unidad legislativa



Pero, a diferencia del Código francés, el español no logró la unidad legislativa. «Más valiera no haber formado un Código que, a cambio de algunas novedades y facilidades para la vida civil, da lugar al regionalismo jurídico», escribe amargamente Sánchez Román. No se opone el ilustre tratadista a las «instituciones sentidas» en determinados territorios, sino a la «pluralidad legislativa». En esta línea, el diputado Augusto Comas hizo una premonición que se ha hecho realidad: «No va a haber un Código civil, sino distintos Códigos civiles. Las barreras que separaban unos y otros territorios de la Monarquía van a levantarse aún más, y van a ser aún más infranqueables por la codificación de cada una de las legislaciones regionales, que hará más difícil el comercio de las relaciones jurídicas en la sociedad española».

«Pero abandono este punto…», añade Comas con visible descorazonamiento. Es el mismo descorazonamiento de muchos juristas del siglo XXI. La idea, tan razonable, de Sánchez Román, de mantener las «instituciones sentidas», y mantenerlas incluso en el Código civil, se ha desbordado masivamente. Los prolijos cuerpos legales que se vienen promulgando en las diversas Comunidades Autónomas no responden, en absoluto, a la sensibilidad social, al apego a instituciones jurídicas históricas, sino a la voluntad de sus gobernantes de crear artificialmente diferencias jurídicas para ir acentuando —¿hasta qué límite?— la autonomía política. Se pasa por alto algo que es esencial, y que habría que escribir en letras mayúsculas, y si fuera posible grabarlo en piedra: que la pluralidad jurídica no es un valor. La pluralidad es fantástica en todas las demás manifestaciones culturales —en el arte, en la literatura, en el diseño, en la cocina, en la repostería, en el baile, en los deportes, en la artesanía y en el folclore, en la moda, en la filosofía…—, pero no en el Derecho. En el Derecho lo que vale, lo que le vale a la sociedad, es todo lo contrario: la unidad. No hace falta remontarse a Kant y a nuestros juristas-teólogos del siglo XVII, que ya lo vieron claro: las instituciones europeas están procurando la unificación o la armonización de los Ordenamientos nacionales, y nosotros, sin embargo, estamos procurando la atomización del Ordenamiento interno. En lugar de ir a un Derecho global, con su efecto de seguridad jurídica y de facilitación del trafico comercial transfronterizo, vamos a un Derecho local, más propio de viejas taifas o cantones que de una sociedad moderna, que trata por sí misma de borrar las fronteras.

Federico de Castro, que ve muchos desaciertos en el Código, desde su propia estructura —que es, más que antigua, arcaica, porque procede de la tripartición de Gayo— hasta su falta de carácter renovador o innovador, acaba diciendo que es «una buena obra española». Y es cierto: es claro y terso el lenguaje —muy distinto del de casi todas las reformas que se le han hecho— y equilibrado y prudente el fondo. Los preceptos son cortos y fácilmente comprensibles. Se hizo para que se entendiera, y se consiguió. Además es un código, lo que ya de por sí es una virtud: trata muchas materias y las trata ordenadamente. Esas materias se refieren a la vida diaria: desde el nacimiento de la persona hasta su muerte. Nosotros no tenemos un Stendhal que todas las mañanas leyera unos artículos del Código civil para inspirarse, pero cualquiera de nuestros buenos prosistas de la generación del 98 podría haberlo leído con provecho.

La Reina Regente no sólo tenía la seriedad germánica, sino que tenía la firme voluntad de ejercer bien su oficio. Conoció desde niña el rigor de la corte austrohúngara, y supo guardar la compostura desde el primer instante en que pisó Madrid, un Madrid que aún lloraba la muerte de la Reina Mercedes, y que le cantaba a su marido aquello de «dónde vas Alfonso XII, dónde vas, triste de ti…». Nuestro Código civil no tiene iconografía ensalzatoria. No es imaginable, en España, un cuadro como el de Mauzaisse, con la Reina Regente montada sobre una nube y firmando el Código civil con una pluma de avestruz. Nos faltaba grandeur, o nos sobraba sobriedad. Pero lo que el cuadro del pintor francés simboliza sigue siendo verdad aquí, en España: el Código civil ha sobrevivido a ese anciano con guadaña que es el tiempo. Los juristas le tenemos respeto y afecto. Hay que actualizar lo que ciento treinta años de vigencia hayan podido desgastarlo, y hay que hacerlo con cuidado: la técnica legislativa codificadora no es la técnica legislativa general. Tiene otras exigencias, que hay que tener muy presentes.







El Código Civil hoy y ayer



	Comentarios

	
	Resumen

	Nuestro Código civil, desde las escasas reformas previas a la Constitución de 1978, que solo "se asomaron" a la realidad social y apenas tomaron en cuenta el espíritu del pueblo; a las realizadas tras la aprobación de la Carta Magna, que dio un verdadero vuelco al Código obligando a la promulgación de un sinnúmero de reformas, ha ido adaptándose a las exigencias de la sociedad. Gracias a estas adaptaciones, ha subsistido en muy distintas épocas, con sistemas, o más bien regímenes políticos contrapuestos. Quedan pendientes dos reformas fundamentales: por un lado, la reforma del Derecho de obligaciones y contratos; por otro, la eliminación de la legítima.
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Xavier O’Callaghan

Magistrado del Tribunal Supremo

Catedrático de Derecho civil



I. 

Si una ley está viva, ello implica sucesivas reformas para evitar que quede anquilosada y para responder al espíritu del pueblo que va evolucionando al compás de la realidad social.

Así, nuestro venerable Código civil ha sufrido una amplia reforma en virtud de la Ley de la Jurisdicción Voluntaria (que tardó años en ver la luz, desde que fue concebida), Ley 15/2015, de 2 de julio. Una reforma que ni siquiera hoy ha entrado plenamente en vigor. Ha derogado un solo artículo (el art. 316) y ha modificado, en su disposición final primera, una multitud de ellos. Sin embargo, la disposición final vigésimo primera, en su apartado 3, exceptúa de la entrada en vigor (a los veinte días de su publicación en el BOE) la modificación del Código civil en materia del matrimonio, en una serie de artículos que la retrasa a una fecha (30 de junio de 2017) que se ha ido prorrogando hasta hoy día, en que todavía no ha entrado en vigor. La realidad social, el espíritu del pueblo, todavía hoy está marcando la vigencia total del Código civil.

II. 

Otras reformas fueron meramente puntuales, tales como la Ley de 8 de septiembre de 1939, que modificó la ausencia y la declaración de fallecimiento, para adaptarla a las trágicas consecuencias de la guerra. Reforma que fue modificada, más de una vez, en fechas posteriores.

A su vez, se vio que el Título Preliminar estaba un tanto desfasado (se hablaba en su artículo primero de «los territorios de ultramar») y técnicamente atrasado. Así que los civilistas de la época emprendieron la reforma que mejor se adaptara, no ya a la realidad social, sino a la realidad jurídica de la época. Se promulgó la Ley de Bases de 17 de marzo de 1973 y el texto articulado aprobado por Decreto de 31 de mayo de 1974 dio nueva redacción a todo el Título Preliminar.

La Ley que sí se adaptó a la realidad social fue la de 2 de mayo de 1975, que dispuso la plena capacidad de obrar de la mujer (ya venía siendo hora), sin perjuicio de que en el régimen de gananciales la supremacía del marido era casi absoluta.

En esta época, la Ley que pretende una (ligera) adaptación a la realidad social es la de 24 de abril de 1958, que afectó a más de cincuenta artículos, modificó ligeramente el matrimonio civil y el régimen de gananciales, dando más intervención a la esposa; modificó también la adopción y los derechos sucesorios del cónyuge supérstite. Es la primera Ley que reforma una serie de instituciones del Código, parcialmente y con extraordinaria timidez. Se han producido grandes cambios sociales en Europa y las legislaciones han reformado el Derecho de familia (Alemania, en 1957) o están a punto de reformarlo (Francia, Italia). Esta Ley atribuye un ligero poder a la mujer, pero sigue tratando a la mujer casada como una incapacitada y sigue pensando que «en la sociedad conyugal… por exigencias de la unidad matrimonial existe una potestad de dirección que la naturaleza, la religión y la Historia atribuyen al marido» (texto literal de la Exposición de Motivos de esta Ley).

Son, pues, estas poquísimas reformas las que se asomaron —más que otra cosa— a la realidad social y apenas tomaron en cuenta el espíritu del pueblo. Típico del régimen político que entonces imperaba.

III. 

Es la Constitución de 27 de diciembre de 1978 la que da un verdadero vuelco al Código civil y obliga a la promulgación de un sinnúmero de reformas para adaptarlo al verdadero espíritu del pueblo.

Ya un poco antes, el Real Decreto-Ley de 16 de noviembre de 1978 había fijado la mayoría de edad en los 18 años. Era un primer paso.

Cuando verdaderamente se produce la auténtica adaptación a la realidad social es en 1981. Desde la aprobación de la Constitución, hasta este año se prepararon las leyes y fue una época de fuerte polémica sobre los principios básicos en que se sustentaron. Ciertamente, no hicieron otra cosa sino adaptarlos a la Constitución que había sido aceptada y aprobada por el pueblo en referéndum (del 6 de diciembre de 1978, fecha en que se celebra el día de la Constitución). Lo que significa que es el espíritu del pueblo el que aparece en las leyes de este año. La Ley de 13 de mayo de 1981, ésta y la siguiente, de 7 de julio, adaptan el Código civil en materia de Derecho de familia a la Constitución, especialmente su artículo 14, que establece el principio de igualdad ante la Ley, sin discriminación por sexo, religión o filiación. Esta Ley modifica profundamente el régimen económico-matrimonial atribuyendo a marido y mujer la administración y disposición conjunta de los bienes gananciales; cambia esencialmente la filiación, otorgando a los hijos matrimoniales y extramatrimoniales los mismos derechos y admitiendo la investigación de la paternidad; modifica la patria potestad, previendo su ejercicio conjunto por padre y madre; se completa esta reforma con la Ley de 24 de octubre de 1983, que regula de nuevo la incapacitación y la tutela: cambia el sistema de tutela familiar por el de autoridad, y con la Ley de 11 de noviembre de 1987, de reforma de la adopción, que ha pasado de ser un negocio jurídico de Derecho de familia a un acto de autoridad.


El Código civil es un ser vivo, que se mantiene en lo que la realidad mantiene y cambia en lo que la realidad demanda



La Ley de 7 de julio de 1981 despertó en su día la polémica más aciaga, ya que introdujo en el Código civil el divorcio (la Ley fue llamada, mal llamada, «ley del divorcio») para toda clase de matrimonio —civil o canónico— celebrado en cualquier época —anterior o posterior a la ley— y reguló en forma distinta la separación (que a su vez fue modificada posteriormente) y la nulidad. E instaura el sistema de matrimonio civil, con posibilidad de elegir la forma civil o la religiosa. Esta Ley es la que más refleja el espíritu del pueblo y se adapta a la realidad social. Posteriormente, la Ley del 1 de julio de 2005 modifica la normativa del Código civil en materia de matrimonio, al introducir (tampoco exenta de polémica) el matrimonio entre personas del mismo sexo.

IV. 

Partiendo de las reformas anteriores, son múltiples, casi innumerables, las leyes que han modificado aspectos más o menos concretos del Código civil.

Se modifican los requisitos de los testamentos, que ya venía siendo demandado por notarios y juristas, por Ley de 20 de diciembre de 1991.

Se derogan los numerosos preceptos del Código civil que tenían contenido procesal, por la Ley de Enjuiciamiento Civil de 7 de enero de 2000.

Se modifican artículos relativos a la concurrencia y prelación de créditos, por la Ley Concursal, de 9 de julio de 2003. Se modifica la tutela, creando la autotutela y el contrato de alimentos, por la Ley de protección patrimonial de las personas con discapacidad de 18 de noviembre de 2003. La Ley de 21 de noviembre de 2003 regula las relaciones familiares de los nietos con abuelos. La Ley de 28 de julio de 2015, de modificación del sistema de protección a la infancia y a la adolescencia, modifica diversos preceptos relativos al acogimiento, adopción, acción de filiación y ejercicio de la patria potestad.

No se ha hecho una enumeración exhaustiva de las reformas del Código civil, ya que sería excesivamente prolijo. Basta la que se ha hecho para comprender que, hoy por hoy, es el espíritu del pueblo el que domina la adaptación del Código civil a la realidad social actual imperativa.

V. 

La conclusión que se deriva de todo lo anterior es que el Código civil es un ser vivo, que se mantiene en lo que la realidad mantiene y cambia en lo que la realidad demanda. Se crítica, en alguna ocasión, que tenemos un Código que viene del Derecho romano y no responde a lo que hoy precisa. 

Es cierta la primera parte. El Código civil viene esencialmente del Derecho romano. Éste era un Derecho que no se formulaba a priori, sino que solucionaba los casos que iban surgiendo. Un pueblo eminentemente guerrero, cuya cultura fue la asimilación de la griega, no se ocupó en formular legislaciones, sino que al solucionar los casos fue creando un cuerpo de doctrina que fue compilada posteriormente en la época del emperador Justiniano y pasó, siglos después, a las naciones emergentes. Son esenciales la escuela de Bolonia y la pandectística alemana del siglo XIX que estudió el Derecho romano desde el punto de vista del Derecho actual (es el título literal de la célebre obra de SAVIGNY). Se ha dicho que el Código Civil viene del derecho romano, lo cual es cierto. Pero hay que advertir que tiene dos grandes peculiaridades que son esencialmente germánicas y se apartan del Derecho romano. Son, curiosamente, las dos instituciones que están siendo cuestionados hoy en día. Son el régimen presuntivo de gananciales que, en su origen, era del dominio absoluto del marido (hoy, afortunadamente modificado), y el sistema de legítimas, que en la de los hijos es la (desmesurada) proporción de dos tercios del patrimonio hereditario. Es de destacar que ambas instituciones de origen germánico —gananciales y legítima— no fueron acogidas en el Derecho civil propio de Cataluña y en el Derecho de Baleares, que siguieron el Derecho romano.

No es cierta la segunda parte. Cuando se afirma que el Código civil no responde a lo que hoy se precisa, se olvida que han sido precisamente las reformas las que han ido adaptando su normativa a la realidad actual. Ciertamente, antes de 1981, el Código civil no respondía a la realidad y especialmente el Derecho de familia tenía unos conceptos decimonónicos; también, el Derecho de sucesiones. Pero en este año, consecuencia directa de la Constitución, se modificó toda la legislación que no respondía a la época actual y al eliminar la discriminación por razón de la filiación y por razón del sexo, entre otros extremos, el Código quedó adaptado a la realidad actual. El espíritu del pueblo ha prevalecido, una vez más.

VI. 

Hoy, podemos pensar qué reformas necesita el Código para quedar adaptado a la realidad social y al espíritu del pueblo.

Se está trabajando en la reforma del Derecho de obligaciones y contratos. Ciertamente, es la parte del Código que técnicamente es más imprecisa. No sería malo reformarla. Sería un avance técnico-jurídico, pero no una puesta al día de la realidad social. Puede ser una buena reforma, siempre que se haga bien, por juristas suficientemente preparados, lo que no siempre ocurre con el poder legislativo. Aunque también es bien cierto que hay instituciones y personas que tienen aptitud y capacidad suficientes para abordar una reforma técnicamente correcta de esta parte del Código civil.


Quedan pendientes dos reformas fundamentales para adaptar el Código a la realidad: obligaciones y contratos, y la legítima



La otra parte del Código que merece ser estudiada para pensar, no ya en su reforma, sino en su eliminación es la legítima. En la época en que se promulgó el Código civil era esencial la transmisión a ciertos parientes de una parte —por lo menos— del patrimonio hereditario para su adecuada subsistencia. No es esta la concepción actual. Hoy no se pretende trasmitir unos bienes, sino procurar que tengan la suficiente aptitud para procurárselos por sí mismos. Esto, en cuanto a la legítima de los hijos, menos explicación tiene la legítima de los padres. La del cónyuge es otro tema. Además, el aumento de la esperanza de vida impide la realidad de las legítimas (el ejemplo es muy gráfico: los padres tienen casi como único bien patrimonial, la vivienda que ocupan; al morir uno de ellos, el hijo que quizá ya tiene 50 años y se gana la vida, reclama al viudo la legítima y éste ¿cómo lo paga? ¿vendiendo el piso?). Como colofón: muchos de los pleitos tienen por objeto la complicada aplicación de las legítimas. Es más que frecuente el caso del legitimario que lleva largos años sin contacto con el causante y reclama su legítima cuando éste fallece.

Se puede pensar en suprimirla sin más. Con una salvedad, que es la legítima del cónyuge viudo. Ésta se puede mantener, no como tal, sino como un medio de protección al cónyuge superviviente a modo de protección patrimonial al cónyuge, en el caso de divorcio.

VII. 

Una última consideración es preciso hacer acerca de un Código que cumple ciento treinta años (y que ya he hecho en otras ocasiones). Ayer y hoy se ha mantenido incólume, a salvo, claro está de las necesarias reformas.

Pero, partiendo de éstas, el Código ha subsistido en distintas —muy distintas— épocas con sistemas o más bien regímenes políticos contrapuestos. Monarquía un tanto medieval, república, guerra civil, dictadura militar y, por último, democracia parlamentaria. Con todos estos soportes el código se ha mantenido más de un siglo y, absorbiendo necesarias reformas, ha llegado hasta nuestros días.






La viva influencia del Código Civil



	Comentarios

	
	Resumen

	El autor, perteneciente a la Carrera fiscal, con una larga trayectoria previa vinculada a la abogacía contenciosa, pone en valor el Código civil como el texto jurídico más influyente en la España contemporánea, por varios motivos; por ser un texto sintético entre el derecho histórico y el derecho nuevo que sirve de impulso a las nuevas demandas sociales; por trascender el fin normativo de todo texto legal para convertirse en la raíz cultural de todos los profesionales del Derecho; y finalmente porque en su elaboración y posterior desarrollo están implicados grandes juristas y abogados que lo ha dotado de una eficacia y funcionalidad de singular fuerza social y estética, que nos permite reconocer en el Derecho un arte, basado en una ciencia, que se ejerce a través de un oficio.— Conmemorando 130 años CC.
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Juan Pablo Nieto Mengotti

Fiscal



«Con justicia y suavidad hemos arreglado las cosas»

(Carta de Thibaut traducida por Antonio Pau)

I.  BELLEZA Y ESTILO EN EL CÓDIGO CIVIL

Si preguntásemos a cualquier jurista de este tiempo qué destacaría del Código civil o qué le ha llamado la atención con más impacto a lo largo de su carrera nos encontraríamos seguramente con muy atractivos materiales de reflexión. El código civil, digámoslo con cierto desafío, es demasiado importante como para dejarlo exclusivamente en manos de los civilistas. Porque se ha convertido, desde su promulgación, en el manual de teoría general del derecho más común en lengua española. Es nuestra Compilación justinianea, especializada en la fórmula sintética de un código, los romanistas del siglo VI han sido ahora, en el XIX, unos eficaces juristas como Alonso Martínez, German Gamazo, Francisco Silvela, Duran y Bas, Cárdenas, Romero Girón y algunos otros.

El Código ha trascendido más allá de la Península, indudablemente, porque el mismo texto que se promulgó en 1889 entró al poco tiempo en vigor en Cuba, Puerto Rico y Filipinas, siendo apreciable su influencia en el continente americano. Ya la habían tenido las Partidas como texto de autoridad y, a veces, más que eso, ya que llegaron a estar vigentes en Luisiana en un período el primer tercio del siglo XIX tras ser traducidas al inglés, sus capítulos civiles, por los letrados Moreau y Carleton, Counsellors at Law en aquel Estado.

El Código Civil nos ha seducido por su lenguaje, su sintaxis, su claridad. Por sus principios que se graban y nos comunican. Tan solo la fuerza literaria del texto ha marcado a generaciones de juristas con una certera afición solo comparable a una lectura sosegada de los mejores párrafos cervantinos. Hernández Gil, el viejo, ha escrito sobre las metáforas del Código civil, sobre «algunos artículos del Código Civil especialmente atractivos», como cuando se dice, en el 515, que se extingue el usufructo si «el pueblo quedara yermo», o el 388 hablando de los «setos vivos y muertos», y el 546 concibe que la servidumbre «revivirá» … —¿Qué otro texto legal se prestaría a este examen?— es la norma con sangre literaria. Miguel Delibes prologó los «Temas de derecho vivo» de Don Joaquín Garrigues atribuyendo al curso de derecho mercantil que éste escribió el fomento de su vocación literaria, y lo justificaba ante el propio Garrigues como algo así: «hasta entonces yo no había sido un lector atento, sino un devorador de argumentos. La forma y la estructura literarias, la precisión de la palabra, el arte de escribir en suma —al margen de lo que se cuenta— lo encontré por primera vez en usted o, si lo prefiere, fue usted el primero que me hizo ver belleza y eficacia en la mera combinación de unos signos». Así Garrigues fue para Delibes el vir bonus discendi peritus con que las Partidas marcaban al abogado. Ya mucho antes de Alfonso X el Fuero Juzgo apreciaba que «el facedor de las leyes debe fablar poco e bien»; como cuando se dice, por ejemplo, en nuestro Código civil «se reputa poseedor de buena fe al que ignora que en su título o modo de adquirir exista vicio que lo invalide», o «toda obligación consiste en dar, hacer o no hacer alguna cosa». Este estilo del Código civil, la claridad en las (pocas) palabras es la intuición literaria que Delibes refiere de su maestro. Este, a su vez, había aprendido el Derecho en casa de un civilista, Felipe Clemente de Diego, en la calle de la Madera, un hombre apacible y persuasivo «que no se imponía, sino que entraba blandamente en el ánimo del discípulo».

Los redactores de nuestro Código eran todos abogados, juristas prácticos, con conocimiento real de las instituciones civiles, y estudiosos de nuestro derecho y del derecho civil comparado. Esto se refleja en el poder sintético de todo el articulado, su fuerza descriptiva, la claridad. De Castro, aun reconociendo que el Código nace en «un momento de apariencia gris», refiriéndose a la Regencia, califica a los autores del mismo como «personas de inteligente curiosidad y de gran experiencia práctica», que «reunían la condición de políticos activos y de abogados en ejercicio».


Lo complejo es que se haya alcanzado la armonía en una obra tan colectiva, pese a sus múltiples redactores



Curiosamente, pese a su homogeneidad literaria se aprecian varias manos en el Código civil, lo complejo es que se haya alcanzado la armonía en una obra tan colectiva. Cada observador tiene sus apreciaciones para notar la huella de autorías diferentes. Así, en los trámites civiles en que interviene el Ministerio Fiscal, puede verse como en los derechos de la persona y familia se habla siempre del «fiscal»; en obligaciones y contratos se utiliza la pintoresca expresión de «individuos del Ministerio Fiscal» (artículo 1459), con base en reglamentaciones de la época sin duda; y solo en derecho de sucesiones se utiliza la más severa expresión de «Ministerio público», donde podría verse la gravedad contenida de Germán Gamazo, el «sobrio castellano», uno de los mejores abogados de su tiempo.

Ortega y Gasset dejó dicho que la claridad es la cortesía del filósofo; Hernández Gil precisó que la claridad es la cortesía del jurista; no necesitaron los codificadores este mandato que llevaban tan dentro. Las leyes se acreditan por su intención, pero también por su expresión, la práctica del derecho no deja de ser, al final, una cuestión de forma. Pero la forma no está exenta del test de autenticidad, como saben los procesalistas. Se trata de hacer realidad, como en las Pandectas de Windscheid, los conceptos como medio de comprensión de un objeto y las palabras como exteriorización del concepto. Luego la practica notarial del siglo XIX concluirá en esta línea la receta del texto jurídico, cuya narración debiera ser precisa en el concepto y sucinta en la expresión.

Karl Llewellyn —«Belleza y estilo en Derecho»— recoge la anécdota atribuida a Stendhal sobre la manera de modelar el estilo personal del escritor de materias profanas por medio «del estudio incesante de la ajustada sencillez del Código de Napoleón, desprovisto de ornamentación y fantasía, que ofrece en su lenguaje una belleza funcional»; esto mismo es predicable de nuestro Código, cuya funcionalidad va más allá del texto, puesto que se complementa con la aplicación e interpretación producida por generaciones de juristas. El mismo Llewellyn reflexiona que toda estructura de reglas de Derecho, además de su belleza objetiva «debe funcionar bien», dice, a la imagen de un edificio que cobija. Porque «un sistema de Derecho es afín a la arquitectura y no lo es, por ejemplo, a la pintura ni suele serlo a la música. La arquitectura y la ingeniería son mucho más afines tal vez porque ambas toman en consideración el uso de manera tan directa e inevitable». La mejor analogía es la de «esas catedrales medievales cuya construcción duró siglos…y el estilo de un período más antiguo persiste más allá de su propio tiempo».

II.  HAY UNA HISTORIA POLÍTICA DETRÁS

¿Por qué Francia tuvo su Código en 1804 y nosotros tuvimos que esperar a 1889? Cuando ya la Constitución de Cádiz expresamente lo pedía. En el camino de la política está la respuesta. Salvando algunos tramos este tiempo de vacío codificador es coincidente con las guerras carlistas, el enfrentamiento entre tradicionalistas y liberales, en un claro sesgo de conflicto telúrico, con los carlistas siempre por los mismos territorios, lo que nos puede llevar, hoy, a re-aprender que lo que en España jalea los conflictos es una disjunta territorial disfrazada de radicales dialécticas. En el Thibaut de Antonio Pau, «las raíces clásicas del romanticismo», se trae a la memoria la confrontación entre racionalistas y románticos en el siglo XIX alemán, que pugnaban respectivamente a favor y en contra de la codificación civil. Han sido unas historias llenas de paralelismos.

Ciertamente nuestra Constitución de Cádiz proclamaba que «El Código Civil, criminal y de comercio serán unos mismos para toda la monarquía», añadiendo la misteriosa excepción: «sin perjuicio de las variaciones que por particulares circunstancias puedan hacer las Cortes»; esta peculiaridad estaba pensada para los territorios españoles de ultramar, sin embargo, en la convulsa política española del s. XIX, se utilizará para admitir la pervivencia de los derechos forales. Honestamente, y con distancia, vale para las dos cosas. Ya sabemos que el peor criterio interpretativo siempre es la mens legislatoris, que el paso del tiempo acaba conduciendo muchas veces a la extravagancia. Toda ley se objetiva, rompe el cordón umbilical cuando aparece en el Boletín Oficial —aquí diríamos la Gaceta de Madrid— y tiene vida propia, produciendo sus mejores frutos en terrenos impensados para los redactores. Como esas leyes de amnistía que se hacen para unos y luego resulta que sirven también para otros, es decir, para todos; haciéndose la norma más grande que sus creadores.

Nuestra admirada escuela histórica, la de Savigny, era contraria a la codificación, que suponía para ella secar la raíz de la creación del derecho por el pueblo. Una visión ideal. El derecho siempre lo crean los pueblos, y la codificación no deja de ser un método sistematizador. Por eso los alemanes no tuvieron código civil hasta 1900, después de veinte intensos años de redacción, si bien esto también se explica por la dispersión fragmentada de lo que hoy entendemos por Estado alemán, que fue característica durante gran parte del siglo XIX.

Thibaut y Savigny discutieron por esto, «sobre la necesidad de un Derecho civil general para Alemania». A Savigny le preocupaba recuperar el derecho antiguo, Thibaut quería sentar las bases de un derecho civil moderno, simpatizando sin duda —ante la incomprensión de muchos de sus compañeros— con muchos de los avances propiciados por la entonces reciente Revolución francesa.

En España, a falta de un Thibaut, hemos contado con Alonso Martínez, aunque, leído el sugestivo ensayo arriba mencionado, no tenían nada que ver estas dos personalidades; uno académico, otro político, uno profesor, otro abogado; uno en vida retirada y otro en el bullicio. Alonso Martínez sufrió la antipatía de sus adversarios políticos, de quienes no le perdonaron haber sido ministro de la I República y luego tardío protagonista del régimen de 1876. Miguel Moya, «Oradores españoles», el mejor periodista de su tiempo, le zahirió cruelmente.

Finalmente «por Justicia del azar», en sus propias palabras —como ha recordado Antonio Pau en la reciente conmemoración del 130º Aniversario del Código, en el Palacio de Parcent— Alonso Martínez fue el ministro de Justicia que puso a la firma la promulgación del Código civil, después de varias idas y venidas por el Ministerio. Y lo contó. En su libro «El Código civil en relación con las legislaciones forales» lo aborda abiertamente, nuestro Código estuvo históricamente atascado, dice, por dos obstáculos: la cuestión del matrimonio y las legislaciones forales.

III.  LA RESILIENCIA DEL CÓDIGO CIVIL

En primer lugar, está el hecho el Código con materiales muy nobles, nada menos que nuestro derecho histórico, el de Castilla mejorado con la cultura foral de los derechos civiles especiales, significativa fue la aportación de Durán i Bas —una figura que el catalanismo jurídico debiera tener la generosidad de dar a conocer más allá del Ebro—, la practica notarial y el derecho extranjero.

Además, el Código ha dado muestras de una valentía originalísima de la que queda constancia en las disposiciones adicionales primera y tercera. Se somete a crítica y a revisión, sin que nadie se lo pida. Eran conscientes los promotores del alcance histórico del Código, que venía a constituir el mismo ADN de la conciencia civil del país. Así en la primera de estas disposiciones conmina a los altos representantes de los tribunales españoles a elevar al Ministerio de Justicia, «al fin de cada año», una Memoria en la que a través de la experiencia procesal en la aplicación del nuevo Código hayan detectado «deficiencias y dudas» que sea necesario corregir. Sinceramente, no reconozco a nuestro país en esta disposición tan avanzada y llena de fair play. Luego, al ver que no se ha cumplido, ya encajan las cosas. Pero consuela el reflejo de madurez y consciente liberalidad que deja el autor de la misma. Además, se pide, en el mismo texto, concreción y detalle en los puntos controvertidos y omisiones que se hubieren detectado. El compromiso era tan serio que se remata con la voluntad de utilizar esta Memoria, junto con la jurisprudencia y «los progresos realizados en otros países que sean utilizables en el nuestro» con el objetivo de valorar ¡cada diez años! Las reformas que se estimen convenientes. No cabe más generosidad, hoy diríamos exposición, en un legislador que asume esta autocrítica tan proactiva. Las reformas fueron muy escasas en el régimen constitucional vigente al momento de la promulgación y ya abundantes a partir del cambio social protagonizado por la Constitución de 1978.


Hay textos ya clásicos en el Código que, sin cambiar una letra, han evolucionado hasta puntos insospechados



No menos original ha sido la fuerza interpretativa desarrollada sobre el articulado primitivo. Hay textos ya clásicos en el Código que, sin cambiar una letra, han evolucionado hasta puntos insospechados por los codificadores comisionados. Un ejemplo paradigmático de esto es el artículo 1902, relativo a la culpa extracontractual, posiblemente el más citado en la jurisprudencia civil, junto con otros emblemáticos como el que proclama la libertad de pactos (1255) o la libertad de forma (1278) en la contratación.

Este artículo 1902 ha pasado en la doctrina y en la práctica de los tribunales de una literal responsabilidad subjetiva a una responsabilidad cuasi-objetiva para asentarse sin complejos —con la ayuda del derecho actuarial— en la responsabilidad objetiva, «algo faltaba por prevenir cuando ocurrió el accidente», ha llegado a decir la jurisprudencia para ampliar la responsabilidad de modo que ninguna víctima quedase en desamparo. El abogado Angel Ossorio y Gallardo, que galanteó al Código prácticamente desde sus orígenes —«Cartas a una señorita sobre temas de derecho civil», entre otras muchas cosas—, al igual que la mayoría de los juristas de su tiempo, no entendió la responsabilidad objetiva, contraria a la tradición romanista, y así mostró su desconcierto técnico cuando la Ley de Accidentes de Trabajo de 1900 (del ministro Eduardo Dato) la asentó inequívocamente en el ámbito laboral, marcando un hito que arrastró a la culpa civil. La evolución del Código en este artículo ha sido lenta pero finalmente determinante, la jurisprudencia cumplió su rol de complementar el ordenamiento jurídico que le atribuye el primer artículo del Código civil. Pero el texto sigue incólume, sin estorbar: «el que por acción u omisión causa daño a otro, interviniendo culpa o negligencia, está obligado a reparar el mal causado». Cuesta reformar una redacción tan templada, para posiblemente correr el riesgo de oscurecerla y alargarla con las novedades no ya de la jurisprudencia sino de las leyes especiales que han modernizado el concepto de la responsabilidad civil en muchos ámbitos.

IV.  UNA FUERZA INESPERADA EN EL TÍTULO PRELIMINAR

Bajo el modesto adjetivo de «preliminar», se ha encubierto una auténtica constitución política. El Código acude aquí en auxilio del derecho público y del derecho social en una época jurídicamente deficitaria —en este caso 1974— en que no se daban las garantías propias de un Estado de derecho. Creo que fue Alonso Olea quien calificó este título preliminar de cuasi-constitucional, que refuerza las fuentes y la estructura básica de todo el «ordenamiento jurídico», siendo esta una expresión moderna no conocida en el momento de la promulgación del Código y que entre nosotros no cuajó legislativamente hasta la segunda mitad del siglo pasado.

Siendo importante el Título Preliminar en 1889, lo ha venido a ser mucho más tras la reforma. Sus preceptos sobre la aplicación y la eficacia de las normas jurídicas generan una altura interpretativa difícil de superar. Estas normas ayudan y obligan a interpretar. Siendo esta una de las funciones principales del jurista. Se interpreta todo, los hechos y el derecho. En cuanto a lo primero, Hernández Gil ha definido sugestivamente al abogado como organizador de los hechos; y en cuanto al derecho, el ensayo de Villar Palasí «la interpretación del Derecho y los apotegmas jurídicos-lógicos», dedicado a la reforma de 1974, tan ve todo interpretable que llega a afirmar que «no hay contradicción entre el apotegma in claris non fit interpretatio y la necesidad de encontrar, a través de la interpretación, esa misma claridad». Nuestra teoría general del Derecho alcanzó su más alto rango con esta reforma. Así, cabalgando a hombros de gigantes, llegó el gran desarrollo del sistema constitucional que vivimos ahora, con nuevos valores traídos ya del derecho público.

V.  EL CÓDIGO CIVIL, LA FUENTE LIMPIA

En la tierra de garbanzos se utiliza esta metáfora, fuente limpia, para referirse a las instituciones y personas que conjugan el conocimiento con el sentido del bien. Ocurre que cuando el ser humano, sin excepción, es consciente de tener y sentir lo que Ortega llamaba un «fondo insobornable» acude a donde está el sentido de las cosas. Recuerdo a un abogado, desesperado por la busca de fundamentos para oponerse a una demanda en la que intuía que le asistía la razón, lo cual es inevitable en el oficio, decir a su pasante, «busca en el Código civil, tiene que haber un apoyo». Y, efectivamente, siempre lo había fuese cual fuese la suerte del pleito. Los juristas españoles tenemos una fe en el Código civil solo comparable a la que los ciudadanos americanos tienen por su Constitución de 1787 aprobada por la Convención de Filadelfia, así se ve en la situación en que el presidente Lyndon Johnson, queriendo sacar adelante la Ley de derechos civiles le extendía al Fiscal General el texto constitucional y llamándole familiarmente por el nombre de pila le decía «…busca, por algún sitio dice que los negros pueden votar». Y sacó adelante las leyes más avanzadas para la comunidad afroamericana, herencia Kennediana, de la que aún vivimos ahora.
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El Código Civil es un texto fiable; clásico, es decir, modelo, que no se esconde, sino que se refresca ante las novedades, dando certidumbre. El principio que acuñó don Joaquín Garrigues, «nuevos hechos, nuevo derecho», encuentra su acomodo en los pastos del Código Civil, cuya flexibilidad, su potencia interpretativa, su raíz, facilita que el Derecho cumpla su finalidad. Resistiendo segregaciones y la sospecha de una decadencia que expresa muy bien Jean Carbonnier también para el Código Napoleón: «se cree escuchar la resaca de un mar que se va…este derecho ha sido reformado, transformado, quizá deformado» pero sigue produciendo un efecto singular.

Don Juan Iglesias, el romanista —Derecho Romano y Derecho Civil ya sabemos que son sinónimos, solo así se entiende la importancia de Savigny— comenzaba su manual diciendo que el fin del derecho es la convivencia. Si a los fiscales se nos pide que nos guiemos por la legalidad y el interés social —artículo 124 de la Constitución—, y a los jueces que resuelvan la valoración de la prueba en conciencia —artículo 741 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal— a los abogados su Estatuto, en el artículo primero, les señala como principal finalidad del oficio la búsqueda de la concordia, queda definido el puente que recobra la conexión entre los codificadores y los principales usuarios del Código Civil, que son los juristas prácticos.
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